	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales, sigue el ciudadano MANUEL BLANCO, representado judicialmente por los abogados Maglen Pizzani Vargas y Vincenzo Giurdanella, contra los ciudadanos ANTONIO RODRÍGUEZ GARCÍA, JOSÉ ANTONIO RODRÍGUEZ, JAVIER RODRÍGUEZ DOMÍNGUEZ, como representantes y accionistas de las empresas MAN RODRI, C.A., TRANSPORTE RODRÍGUEZ & M. C.A., SERVI TRANSPOR RODRÍGUEZ, C.A. y TRANSPORTE DE GANDOLAS RODRÍGUEZ, C.A., representadas judicialmente por los abogados Amparo González de Jiménez y Jorge Luis Jiménez González; el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques, publicó en fecha 12 de mayo de 2004 sentencia definitiva, en la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte accionada, confirmando la decisión proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial, que declaró parcialmente con lugar la demanda.

 

Contra la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandada anunció recurso de casación, el cual una vez admitido, fue debidamente formalizado. No hubo impugnación.

 

Recibido el presente expediente se dio cuenta en Sala en fecha 10 de junio de 2004, designándose Ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo.

 


Por auto de Sala fechado 16 de julio de 2004, se fijó la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria para el día jueves 12 de agosto de 2004 a las diez de la mañana (10:00 a.m.), todo en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

Celebrada dicha audiencia y habiendo esta Sala instado a las partes a un proceso conciliatorio, fue diferida la oportunidad para dictar la sentencia oral en fecha 28 de septiembre de 2004, por lo cual, una vez dictada la misma pasa de inmediato a reproducirla en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

 

Ú N I C O

 


Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la violación del artículo 11 eiusdem por falta de aplicación, al menoscabar la recurrida el derecho a la defensa y el debido proceso.

 

Se alega que en el proceso se designó a un defensor ad-litem, quien fue extremadamente negligente en el ejercicio de sus funciones, pues, nunca se puso en contacto con los demandados para obtener los elementos necesarios para la defensa, siendo que la localización de los mismos no era imposible, toda vez, que en el expediente consta la dirección de las empresas demandadas.

 


Argumenta la formalizante que el defensor judicial no cumple una función meramente de trámite, sino que está obligado a llevar una actividad procesal amplia, para que sus patrocinados ausentes sean bien representados, garantizando así el derecho a la defensa.

 


Para decidir, la Sala observa:

 


De la revisión efectuada a la sentencia recurrida, se evidencia que fue declarada la confesión ficta de la parte demandada, de conformidad con lo previsto en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil al no haberse dado contestación a la demanda por el defensor judicial designado por el Juez A-quo, ni haberse probado nada que le favoreciera.

 


El juez de Alzada señaló que la apelación se basó en la solicitud de reposición de la causa al estado de notificación de la demandada, por cuanto el defensor ad-litem actuó de forma negligente, no obstante, declaró que tal solicitud no se encuentra ajustada a derecho con fundamento al criterio emanado de la Sala Político Administrativa, de fecha 19 de septiembre de 2002, según el cual, la falta de gestión del defensor destinadas a poner en conocimiento a la parte demandada de su designación no acarrea sanción alguna, ni ordena la nulidad o reposición.

 


Ahora bien, la Sala Constitucional de este Máximo Tribunal, en decisión Nº 33, de fecha 26 de enero de 2004, fijó el criterio respecto las funciones que debe el defensor ad litem ejercer, en los términos que seguidamente se transcriben:

 

“El derecho de defensa en el proceso, contemplado como derecho fundamental en el artículo 49 constitucional, se desarrolla legalmente mediante varias instituciones, siendo dos de ellas la de la defensoría y la de la necesidad de la doble instancia (la cual admite excepciones).

 

La institución de la defensoría se divide en pública, destinada a otorgar asistencia técnica integral a los imputados en el proceso penal que no contraten defensores particulares; y en privada, la cual opera en el proceso de naturaleza civil, bajo diversas figuras como la del defensor de quien goza de la declaratoria de justicia gratuita, o como la del defensor ad litem.

 

Esta última clase de defensoría (ad litem) persigue un doble propósito: 1) Que el demandado que no puede ser citado personalmente, sea emplazado, formándose así la relación jurídica procesal que permite el proceso válido. Desde esta vertiente, la defensa obra incluso en beneficio del actor, ya que permite que el proceso pueda avanzar y se dicte la sentencia de fondo. 

 

2) Que el demandado que no ha sido emplazado o citado, se defiende, así no lo haga personalmente.

 

Debido a ese doble fin, el defensor no obra como un mandatario del demandado, sino como un especial auxiliar de justicia, (...) 

 

Ahora bien, la función del defensor ad litem, en beneficio del demandado, es el de defenderlo, el que el accionado pueda ejercer su derecho de defensa, lo cual supone que sea oído en su oportunidad legal. De allí, que no es admisible que el defensor ad litem no asista a contestar la demanda, y que por ello se apliquen al demandado los efectos del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil. El defensor ad litem ha sido previsto en la ley (Código de Procedimiento Civil), para que defienda a quien no pudo ser emplazado, no para que desmejore su derecho de defensa.

 

Pero debe la Sala, en aras a delinear las relaciones del derecho de defensa y la función del defensor ad litem, proceder a analizar, como debe encarar tal función el defensor, a fin de cumplir con ella cabalmente.

 

En este sentido, la Sala considera que es un deber del defensor ad litem, de ser posible, contactar personalmente a su defendido, para que éste le aporte las informaciones que le permitan defenderlo, así como los medios de prueba con que cuente, y las observaciones sobre la prueba documental producida por el demandante.

 

El que la defensa es plena y no una ficción, se deduce del propio texto legal (artículo 226 del Código de Procedimiento Civil), que prevé el suministro de las litis expensas para el defensor, lo que significa que él no se va a limitar a contestar la demanda, sino que realizará otras actuaciones necesarias (probatorias, etc.) a favor del demandado.

 

Lo expuesto denota que para que el defensor cumpla con su labor, es necesario, que de ser posible, entre en contacto personal con el defendido, a fin de preparar la defensa.

 

Para tal logro no basta que el defensor envíe telegramas al defendido, participándole su nombramiento, sino que para cumplir con el deber que juró cumplir fielmente, debe ir en su búsqueda, sobre todo si conoce la dirección donde localizarlo.”

 

Así, conforme con la doctrina antes señalada, la cual acoge esta Sala de Casación Social, resulta evidente la manifiesta negligencia del defensor judicial, quien incumplió los deberes inherentes al cargo para el cual fue designado y juramentado, restringiendo de esta manera a la parte demandada en su defensa por no realizar ni las diligencias pertinentes para contactar a sus representadas a los fines de obtener los elementos necesarios y suficientes para intentar enervar la acción propuesta, aun cuando consta en autos el lugar donde podía localizarse, ni haber dado contestación a la demanda, caso en el cual no puede admitirse que opere la confesión declarada por la recurrida.

 

En tal sentido, en el caso de marras al no reponer la causa al estado de reestablecer el orden jurídico infringido, violentó la recurrida flagrantemente el derecho a la defensa y el debido proceso, por lo cual se declara con lugar la presente denuncia. Así se decide.

 


La Sala, al encontrar procedente la presente delación, de conformidad con lo previsto en los artículos 168 y 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, declara con lugar el recurso de casación, en consecuencia, se anula la sentencia recurrida y se repone la causa al estado de que el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución realice la audiencia preliminar, dejándose constancia que las partes en el presente juicio se encuentran a derecho, por lo cual no se hace necesaria una nueva notificación. Así se decide.

 


Por resultar inoficioso, la Sala se abstiene de conocer las restantes denuncias del escrito de formalización. Así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el recurso de casación anunciado por la parte demandada contra la sentencia definitiva de fecha 12 de mayo de 2004, proferida por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques, en consecuencia, se anula el referido fallo y se repone la causa al estado de celebrarse la audiencia preliminar ante el Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución que resulte competente. Se deja constancia de que las partes están a derecho.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, a los fines legales consiguientes. Particípese esta remisión al Tribunal Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veinticinco (25) días  del  mes  de octubre de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

 

_______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

                                          Magistrado,

 

 

____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

 

____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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Nota: Publicada en su fecha a las 

